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Acta No. 217 de 2009.



Expediente 66001-31-10-002-2009-00151-01
Se ocupa la Sala de decidir la impugnación presentada por el señor Jhon Alexander Duque Montoya contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Familia de Pereira, en la acción de tutela que interpuso contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Regional Risaralda.

ANTECEDENTES

Relata el demandante que en el mes de abril del año pasado, entregó  sus hijos Juana Camila de ocho años y Luis Felipe de cinco a Bienestar Familiar con el fin de obtener que le brindaran apoyo mientras conseguía un sitio donde instalarse con ellos, toda vez que su señora lo abandonó y se fue con otro hombre que le suministraba mal trato delante de los niños; como no logró obtener un lugar digno donde llevarlos pasados los cuatro meses que le otorgó la entidad accionada, se remitió el proceso al Juzgado Tercero de Familia  para homologar la decisión de darlos adopción, la que  fue negada; el proceso regresó a Bienestar Familiar y en noviembre pasado reclamó sus hijos para llevárselos a casa, pero no se los entregaron porque al parecer faltaban trámites por ejecutar; se realizó una audiencia en la que fue citada su familia para rendir declaración, la que se suspendió para el 10 de marzo siguiente; sin embargo, el 17 de febrero cuando acudió a visitar a los menores, le informaron que no había asistido a la audiencia programada para el 10 de ese mes; que había vencido el término que tenía para interponer los recursos contra esa decisión y no le permitieron verlos porque se encontraban en proceso de desadaptación porque “ellos iban en adopción”.

Considera lesionados los derechos “a la familia” y “derechos de los niños” y solicita le sean entregados sus hijos, “por que (sic) no me los quitaron, no llegaron golpeados, ni desnutridos, yo mismo los llevé pidiéndoles ayuda”.  Como medida provisional solicitó se detuviera el proceso de adopción.

ACTUACIÓN PROCESAL

Por auto del 9 de marzo último se dispuso dar trámite a la tutela y traslado a la entidad demandada.

La Directora Regional del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, por intermedio de apoderada judicial, remitió escrito en el que explica con detalle lo sucedido a lo largo del proceso administrativo de restablecimiento de derechos que se inició en marzo de 2008 en favor de los menores Juana Camila y Luis Felipe Duque Ramírez. En síntesis, que se les brindó medida de protección consistente en colocación en hogar sustituto; se constató la situación de adicción al consumo de sustancias psicoactivas de los padres; hubo intervención terapéutica para el grupo familiar; se verificó que la familia extensa de los menores (abuelos y tías) no tienen interés en apoyarlos; los padres incumplieron los compromisos de cambio y mejoramiento y que todas esas circunstancias hicieron necesaria la declaratoria de adoptabilidad con el fin de garantizarles el derecho a tener una familia; decisión que se tomó en  audiencia celebrada el 11 de febrero último, a la que no asistió el  accionante. Explicó que han debido los padres de los menores mostrar un cambio significativo que permitiera considerarlos aptos para la crianza y cuidado de sus hijos y como no lo hicieron fue indispensable tomar decisiones para la protección definitiva de sus derechos, de naturaleza prevalente. Se opuso a las pretensiones porque la declaración de adoptabilidad se dio como consecuencia del incumplimiento de las obligaciones parentales que no pudieron ser superadas a lo largo del proceso.

La instancia culminó con sentencia del 19 de marzo del presente año en la que se negó el amparo solicitado por improcedente ya que según el inciso 3º del artículo 100 del Código de la Infancia y la Adolescencia, dentro de los veinte días siguientes a la ejecutoria de la resolución que declara la adoptabilidad podrán oponerse las personas a cuyo cargo estuviere el cuidado crianza y educación del niño, niña o adolescente, por lo que se concluyó, que no era la tutela el mecanismo idóneo para la reivindicación de los derechos que se reclaman, porque para la fecha en que se instauró la acción, ese término no había vencido.

La decisión fue impugnada por el actor quien insiste en obtener el reintegro de sus hijos, en el amor que siente por ellos y su propósito de atender su cuidado, custodia y crianza.  Pide nuevamente que los niños no sean dados en adopción.

CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela, conforme al artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, es la protección efectiva y cierta de los derechos constitucionales fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad pública o de un particular en los casos expresamente señalados por la ley.

En el caso concreto encuentra el accionante la lesión de los derechos cuya protección reclama, en la decisión del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Regional Risaralda, el pasado 11 de febrero, por medio de la cual se declararon en situación de adoptabilidad los menores Juana Camila y Luis Felipe Duque Ramírez, se les vinculó al programa de adopciones, se ordenó mantenerlos en un hogar sustituto y se decretó la pérdida de la patria potestad que sobre ellos ejercen sus padres. La copia de la respectiva providencia se incorporó a la actuación y obra a folios 35 a 41 del cuaderno principal.
En el curso de esta instancia, de manera oficiosa, se practicó inspección judicial al proceso en que se adoptó aquella decisión, acto dentro del cual se pudo establecer que el Juzgado Cuarto de Familia de la ciudad, despacho judicial al que se habían remitido las diligencias, mediante proveído del 5 de mayo último, decidió no homologar el referido fallo y requirió a la entidad la accionada para que en los próximos ocho meses brindara al señor Jhon Alexander Duque Montoya “la colaboración suficiente para la recuperación en su adicción, ello es sometiéndolo a un programa especial de rehabilitación para su desintoxicación, todo con el ánimo de que vuelva a ser una persona confiable para su familia y la sociedad, haciéndole adquirir un compromiso serio para la recuperación de sus hijos, advirtiéndosele que si en el término que se señala y después de un seguimiento exhaustivo por parte de la Institución, no se ha logrado lo pretendido, volverán las diligencias al Juez de Familia correspondiente para la decisión de fondo”.
Surge de esa prueba que la medida que tomó el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, al declarar en estado de adoptabilidad a los hijos del accionante en el proceso administrativo que se adelantó por la situación irregular en que se encontraban, de conformidad con los artículos 96 y siguientes del Código de la Infancia y la Adolescencia, perdió sus efectos con la decisión del Juez de Familia que  no la homologó.

En esas condiciones, la situación de hecho en la que encontraba el actor vulnerados de los derechos cuya protección reclama se ha superado; su aspiración primordial de obtener que no entregaran sus hijos en adopción se ha satisfecho y así podrá ser definitivamente si demuestra un cambio en su actitud que garantice plenamente su idoneidad para ofrecerles un ambiente que contribuya a lograr su desarrollo pleno e integral, al interior de una buena familia que respete sus derechos de naturaleza prevalente, de acuerdo con el artículo 44 de la Constitución Nacional.

Así las cosas, como la acción de tutela tiene por objeto la protección efectiva y cierta del derecho presuntamente lesionado o amenazado, cuando esa vulneración ha desaparecido, el amparo solicitado pierde su razón de ser y se torna improcedente. Así lo ha explicado en su jurisprudencia la Corte Constitucional:

“Esta Corporación ha señalado reiteradamente que la acción de tutela tiene como finalidad velar por la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales (C.P., art. 86). No obstante, cuando la situación de hecho que da origen a la presunta amenaza o vulneración de los derechos invocados desaparece o se encuentra superada, la acción de amparo constitucional pierde su razón de ser como mecanismo preferente, sumario e inmediato de protección judicial, toda vez que la decisión que adopte el juez en el caso concreto resultaría inocua, y a toda luces ajena al objetivo de protección previsto en la Carta Fundamental. 

En consecuencia, se declarará superado el hecho que motivó la tutela y se confirmará la sentencia impugnada, por las razones expuestas en esta providencia.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira,  Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,
RESUELVE :

1°. CONFIRMAR la sentencia proferida por el juzgado Segundo de Familia de Pereira, en la acción de tutela promovida por Jhon Alexander Duque Montoya contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se declara superado el hecho. 
2°.- Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

3°.- Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 ibídem.

CÓPIESE. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO              
(Con permiso)
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 
� Sentencia T-11 de 2007.
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